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Rivera Marchand, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros, por derecho propio, el Sr. Ramón 

L. Fernández Malavé (señor Fernández Malavé o recurrente) y nos 

solicita la revisión judicial de una resolución emitida por el Comité 

de Clasificación y Tratamiento del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (Comité). Mediante el referido dictamen, el Comité 

decidió mantener al señor Fernández Malavé en custodia máxima. 

Insatisfecho con el resultado, el señor Fernández Malavé solicita 

que revoquemos la decisión del Comité y ordenemos su 

clasificación a custodia mediana. 

I. 

 El 29 de marzo de 2016, el plan institucional del señor 

Fernández Malavé fue evaluado por el Comité y éste acordó 

mantenerlo en custodia máxima y en las labores de mantenimiento 

interior. El Comité indicó que el acuerdo era una medida de 

tratamiento fundamentada en: la sentencia de 258 años por delitos 

de asesinato en primer grado y otros; haber cumplido 22 años, 4 

meses y 1 día  del término de la sentencia; restarle 12 años para 
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cumplir el mínimo de la sentencia y 207 años para extinguirla y; 

poseer un “detainer federal” por “remainder of natural life”. 

En consecuencia, el Comité acordó continuar observando los 

ajustes del señor Fernández Malavé por un periodo adicional antes 

de ser considerado para una custodia menor. De este modo, el 

Comité entendió que garantizaba la seguridad pública hasta tanto 

el recurrente demostrara estar apto para una futura reintegración 

a la libre comunidad.1 El acuerdo del Comité fue unánime y el 

mismo fue recogido en la Resolución de hecho y derecho que se 

dictó el mismo día.2 

 A continuación reseñamos las determinaciones de hechos 

del Comité. El señor Fernández Malavé cumple una sentencia de 

258 años por incurrir en los siguientes delitos, a saber: dos 

asesinatos en primer grado (KVI94G0024-KVI94G0025); posesión 

de ametralladora o carabina (KLA94G0157; portación de armas 

cargadas y municiones sin licencia (KLA94G0161); portación de 

varias armas de fuego (KLA94G01588); desacato (KDS93M285) y; 

resistencia u obstrucción a la autoridad pública (KAP94M0007). Al 

día de emitida la Resolución del Comité, el señor Fernández Malavé 

había cumplido 22 años, 4 meses y 1 día de su sentencia. El 

mínimo de la sentencia lo cumple el 30 de noviembre de 2028 y el 

máximo el 30 de noviembre de 2223. El señor Fernández Malavé 

fue clasificado inicialmente (el 17 de febrero de 1995) en custodia 

máxima y así ha permanecido hasta la actualidad. El recurrente 

realiza labores en mantenimiento interior desde el 31 de julio de 

2015. 

El Comité hizo constar en sus determinaciones de hechos el 

historial disciplinario del señor Fernández Malavé, pues posee un 

patrón de querellas administrativas. El 22 de julio de 2003 salió 

                                                 
1 Alegato de la parte recurrida, Apéndice, pág. 8. 
2 Íd., pág. 14. 
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incurso en la querella #SMRD-03-06-02 por desobedecer una 

orden (Código 5D-1) y fue sancionado con la pérdida de 3 

comisarías. El 1 de mayo del 2012 resultó incurso en la querella 

#310-12-0064 por posesión, distribución, uso, venta o 

introducción  de teléfonos celulares o su tentativa (Código 109) y 

fue sancionado con 20 días de segregación disciplinaria. 

El 5 de diciembre de 2012 se le realizó una prueba de dopaje 

al señor Fernández Malavé y arrojó positivo a opiáceos. El 6 de 

marzo de 2013 fue hallado incurso en la querella #310-13-025 

nuevamente de posesión, distribución, uso o introducción de 

teléfonos celulares o su tentativa (Código 109) y fue sancionado 

con la pérdida de visitas por 8 semanas. En el momento que el 

Comité redactó su informe para la evaluación de la custodia en 

controversia, el señor Fernández Malavé no tenía querellas 

pendiente por resolver y no tenía casos pendientes. La última 

evaluación de la custodia se había llevado a cabo el 23 de 

septiembre de 2015 y la custodia máxima fue ratificada. El Comité 

también tomó en consideración que el confinado se había 

beneficiado de los programas de la institución como: el Programa 

de Tratamiento de Alcohol y Drogas para el año (1998-1999) y el 

Programa de Tratamiento Psico-Educativo Aprendiendo a Vivir sin 

Violencia (10 de diciembre del 2014).3 

Con los hechos expuestos, el Comité decidió mantener al 

señor Fernández Malavé en custodia máxima a pesar de haber 

arrojado una puntuación de 4 en la Escala de clasificación de 

custodia.4 Oportunamente, el señor Fernández Malavé apeló la 

decisión del Comité ante la Oficina de Clasificación de Confinados 

de Nivel Central. 

                                                 
3 Íd., pág. 13. 
4 Íd., pág. 15. 
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El aquí recurrente argumentó que las modificaciones 

discrecionales para un nivel de custodia más bajo eran las 

aplicables a su caso, porque se debió considerar: su alegada 

conducta excelente; el supuesto aprovechamiento en los 

programas y terapias de la institución; el haber culminado el 

cuarto año de estudios en el año 2012 y; la alegada ausencia de 

querellas disciplinarias.5 Asimismo, aludió a la política 

institucional que persigue el cumplimiento de sentencias largas en 

niveles de custodias reducidas.6 Por último, indicó que fue 

procesado y sentenciado cuando era menor de edad y le restaban 

menos de 12 años para poder ser evaluado por la Junta de 

Libertad Bajo Palabra.7 

La Oficina de Clasificación de Confinados de Nivel Central 

denegó la apelación administrativa.8 Dicho foro destacó que el 

Comité consideró la naturaleza de los delitos cometidos, la 

existencia del detainer federal, el tiempo que le falta para poder ser 

considerado por la Junta de Libertad Bajo Palabra y el historial 

disciplinario del señor Fernández Malavé.9 Acerca del historial 

disciplinario, reseñó que el recurrente incurrió en actos tales como: 

desobedecer una orden directa; poseer, distribuir, usar, vender e 

introducir teléfonos celulares y; contrabando.10 

La Oficina de Clasificación de Confinados de Nivel Central 

destacó que el señor Fernández Malavé contaba con historial de 

uso de sustancias controladas y se benefició de tratamiento para el 

año 1999, pero arrojó positivo a opiáceos en una prueba realizada 

el 5 de diciembre de 2012.11 A esos efectos, la Oficina de Custodia 

de Nivel Central expresó que el recurrente debía beneficiarse de 

                                                 
5 Íd., pág. 7. 
6 Íd. 
7 Íd. 
8 Íd., pág. 4. 
9 Íd., págs. 2-3. 
10 Íd., pág. 
11 Íd. 
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tratamiento nuevamente.12 Por todo lo anterior, concluyó que no 

era correcto el argumento sobre la conducta y ajustes excelentes 

según expuestos en la apelación administrativa.13 

No conforme con la decisión, el señor Fernández Malavé 

solicitó reconsideración ante el Especialista de Clasificación de 

Nivel Central. En el escrito, el recurrente reiteró sus 

planteamientos y alegó que el detainer federal estaba pendiente de 

revisión ante el Tribunal de Apelaciones Federal del Primer 

Circuito. Asimismo, añadió que había cursado estudios bíblicos 

por correspondencia y no cuenta con querellas disciplinarias desde 

el 2013. Además, aceptó que arrojó positivo al uso de sustancias 

controladas, pero no se presentó ninguna querella y no tiene un 

patrón al respecto.14 El Especialista de Clasificación de Nivel 

Central denegó la solicitud de reconsideración. 

Insatisfecho con el resultado, el señor Fernández Malavé 

acudió ante nosotros mediante recurso de certiorari. El recurrente 

repitió los argumentos que hemos apuntado al momento y solicitó 

el cambio de custodia máxima a mediana. El 14 de julio de 2016 

dictamos una Resolución mediante la cual ordenamos que se 

elevara el expediente administrativo y le concedimos diez días a la 

parte recurrida para exponer posición. Tras conceder una prórroga 

a la parte recurrida, ésta compareció en oposición a la revisión 

judicial. El Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) 

invocó la doctrina de deferencia judicial y argumentó que la 

determinación administrativa encuentra apoyo en prueba 

sustancial del expediente administrativo. 

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el recurso apelativo ante nuestra 

consideración. 

                                                 
12 Íd. 
13 Íd. 
14 Íd., págs. 21. 
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II. 

A. La revisión judicial y la doctrina de deferencia judicial  

La Sección 4.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme (LPAU), Ley Núm. 170 de 17 de agosto de 1988, 3 

L.P.R.A. sec. 2171, dispone que las decisiones administrativas 

pueden ser revisadas por el Tribunal de Apelaciones. La finalidad 

de esta disposición es delimitar la discreción de los organismos 

administrativos para asegurar que estos ejerzan sus funciones 

conforme a la ley y de forma razonable. Empresas Ferrer, Inc. v. 

A.R.P.E., 172 D.P.R. 254 (2007).  

Es norma reiterada que al revisar las determinaciones de los 

organismos administrativos, los tribunales apelativos le conceden 

gran consideración y deferencia. La sección 4.5 de la LPAU, 31 

L.P.R.A. sec. 2175, establece que los tribunales deben sostener las 

determinaciones de hechos de las agencias si están basadas en 

“evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo”. 

Sin embargo, esta sección dispone que “[l]as conclusiones de 

derecho serán revisables en todos sus aspectos por el tribunal”. 

Íd.  

A pesar del trato diferente que dispone la LPAU para las 

conclusiones de derecho, los tribunales le brindan deferencia a las 

interpretaciones de las agencias administrativas, salvo si ésta 

“afecta derechos fundamentales, resulta irrazonable o conduce a la 

comisión de injusticias”. Costa, Piovanetti v. Caguas Expressway, 

149 D.P.R. 881, 889 (1999), citando a com. Seg. P.R. v. Antilles Ins. 

Co., 145 D.P.R. 226 (1998). Lo anterior responde a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado que tienen las agencias 

sobre los asuntos que le son encomendados.  Hernández, Álvarez 

v. Centro Unido, 168 D.P.R. 592, 614 (2006); Vélez v. A.R.P.E., 167 

D.P.R. 684, 693 (2006). 
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Por consiguiente, las decisiones administrativas gozan de 

una presunción de regularidad y corrección que debe respetarse, 

mientras la parte adversamente afectada no demuestre con 

suficiente evidencia lo injustificado de la decisión. JP, Plaza Santa 

Isabel v. Cordero Badillo, 177 D.P.R. 177, 187 (2009), citando a 

Rebollo v. Yiyi Motors, 161 D.P.R. 69 (2004); Henríquez v. Consejo 

Educación Superior, 120 D.P.R. 194 (1987).  

La revisión judicial de los dictámenes administrativos está 

limitada a determinar si hay evidencia sustancial en el expediente 

para sostener la conclusión de la agencia o si ésta actuó de forma 

arbitraria, caprichosa o ilegal. Vélez v. A.R.P.E., supra. El criterio 

rector para examinar una decisión administrativa es la 

razonabilidad de la actuación de la agencia recurrida. Hernández, 

Álvarez v. Centro Unido, supra. Por lo tanto, si al momento de 

examinar un dictamen administrativo se determina que: (1) la 

decisión administrativa no está basada en evidencia sustancial; (2) 

la agencia erró en la aplicación de la ley; (3) el organismo 

administrativo actuó de manera irrazonable, arbitraria o 

ilegalmente; o (4) su actuación lesiona derechos constitucionales 

fundamentales, entonces la deferencia hacia los procedimientos 

administrativos cede. Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., supra, pág. 

264.  

B. La clasificación de los confinados  

La Sección 19 del Art. VI de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, L.P.R.A. Tomo I, establece como política 

pública la reglamentación de las instituciones penales para hacer 

posible la rehabilitación de los delincuentes mediante el 

tratamiento adecuado. Véase, además, Ley de Mandato 

Constitucional de Rehabilitación, Ley Núm. 377-2004, 4 L.P.R.A. 

sec. 1611. La política pública de la rehabilitación se dirige a toda la 



 
 

 
KLRA201600664 

 

8 

población penal. López Borges v. Adm. Corrección, 185 D.P.R. 603, 

607 (2012). El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido que 

“[l]a rehabilitación es un proceso largo y complejo que busca 

transformar la conducta y las actitudes de un ser humano”. Íd., 

pág. 612. El proceso de reclasificar la custodia de un confinado es 

parte del proceso de rehabilitación. 

El Manual para la Clasificación de Confinados tiene el objetivo 

de brindarle a los confinados que cumplen sentencias prolongadas 

la oportunidad de obtener una reducción en el nivel de custodia si 

estos satisfacen los requisitos de la institución. Sección 7, Art. II 

del Manual para la Clasificación de Confinados, Reglamento Núm. 

8281 del Departamento de Estado de 30 de noviembre de 2012, 

pág. 48; véase, además, López Borges v. Adm. Corrección, supra, 

pág. 609. En López Borges, el Tribunal Supremo reconoció la 

importancia que tiene la reducción de custodia como un “elemento 

esencial en el proceso de rehabilitación de aquellos confinados que 

la ameritan” y ordenó una nueva evaluación. Íd., pág. 615. 

En el referido caso, el Tribunal Supremo concluyó que el 

Comité no puede negar una reclasificación de custodia por el único 

hecho del confinado ser un reincidente habitual. López Borges v. 

Adm. Corrección, supra, pág. 615. Igualmente, en Cruz v. 

Administración de Corrección, 164 D.P.R. 341, 358-359 (2000), 

dicho foro manifestó que el Comité abusa de su discreción si toma 

en consideración exclusivamente el factor de la extensión de la 

sentencia al momento de reclasificar al confinado.  

Ahora bien, no debemos perder de vista que el propósito de la 

reclasificación es determinar cuan apropiada es la designación de 

la custodia en ese momento. López Borges v. Adm. Corrección, 

supra, pág. 608. La reevaluación de la custodia no conlleva 

necesariamente un cambio en la clasificación, pues su función 

principal es verificar la adaptación del confinado y brindarle 
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atención a cualquier situación que surja. Sección 7, Art. II del 

Manual para la Clasificación de Confinados, supra. Además, la 

reevaluación de custodia “recalca aún más en la conducta 

institucional como reflejo del comportamiento real del confinado 

durante su reclusión”. Íd.; López Borges v. Adm. Corrección, supra, 

pág. 609. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rio le ha reconocido al DCR la 

pericia necesaria para evaluar los factores subjetivos y objetivos 

correspondientes. Cruz v. Administración de Corrección, supra, pág. 

352. Es el DCR quien cuenta con los profesionales para atender las 

necesidades de los confinados y realizar las evaluaciones de 

clasificación, entre éstos: técnicos sociopenales, oficiales 

correccionales y consejeros. Íd., págs. 354-355. Por consiguiente, 

los tribunales apelativos debemos sostener las decisiones del 

Comité siempre que éstas sean razonables, cumpla con los 

procesos reglamentarios y no altere los términos de la sentencia 

impuesta. Íd.  

III. 

En el presente caso, el señor Fernández Malavé argumentó 

que ha realizado un buen plan institucional, no tiene querellas 

disciplinarias desde el año 2013 y ha completado el cuarto año de 

estudios más cursos bíblicos por correspondencia. Asimismo, 

expresó que cumple sus sentencias estatales y la sentencia federal 

de manera concurrente, y ello no le impide estar en custodia 

mediana. En fin, manifestó que ha demostrado un buen ajuste en 

la institución y es merecedor del cambio de custodia.  No le asiste 

la razón. 

El señor Fernández Malavé no logró controvertir la 

presunción de corrección que le cobija a la decisión del Comité. El 

recurrente cuenta con un historial disciplinario y de uso de 

sustancias controladas que fue considerado por el Comité al 
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momento de emitir su determinación. Es de notar que el señor 

Fernández Malavé no controvirtió las determinaciones de hecho de 

la resolución recurrida. A esos fines, nos parece razonable que el 

Comité le requiera al recurrente un tiempo adicional de 

tratamiento y mantenerlo en custodia máxima hasta tanto se 

presente el ajuste necesario para garantizar la seguridad pública e 

institucional. 

El haber incurrido en violaciones disciplinarias relacionadas 

con la desobediencia de órdenes, contrabando, uso, venta y 

distribución de teléfonos celulares, y el uso de sustancias 

controladas, no lo hacen acreedor de la custodia mediana por el 

momento. Así lo entendió el Comité y concluyó que el señor 

Fernández Malavé debe beneficiarse nuevamente de los 

tratamientos que ofrece la institución. En consecuencia, nos 

debemos abstener de intervenir con el expertise de la agencia sobre 

este aspecto, pues cumplió con la norma jurisprudencial de no 

limitarse a considerar la gravedad de los delitos cometidos y la 

extensión de la sentencia. El Comité evaluó la totalidad de las 

circunstancias del señor Fernández Malavé y el resultado fue 

razonable de conformidad con el Manual para la Clasificación de 

Confinados.  

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la resolución 

del Comité de Clasificación y Tratamiento del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


